Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 10 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“La Confederación de Organizaciones del Estado solicita audiencia con carácter urgente con 
el fin de tratar el convenio salarial firmado el 11 de abril de 2008. 


Carta del señor José Aneiros, quien plantea su problemática con la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones Profesionales. 


La Federación Uruguaya de la Salud solicita audiencia; motiva la misma el despido de tres 
trabajadores en la ciudad de Minas”. 


SEÑOR VAILLANT.- La Comisión de Salud Pública, que se reunió en el día de ayer, recibió una 
solicitud de los trabajadores de la Federación Uruguaya de la Salud para ser recibidos. Entendiendo 
que el tema a plantear es de carácter pura y exclusivamente laboral, se consideró que lo más 
conveniente era pasar ese asunto a la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. Digo esto a 
los efectos de que se considere dar audiencia a dicha Federación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Instrumentaremos estas audiencias para una próxima sesión. 
(Ingresa a Sala la delegación del PIT-CNT) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social recibe con mucho agrado a la 
delegación de la central de trabajadores PIT-CNT, que a nuestra solicitud viene a dar su opinión acerca 
del proyecto que tenemos a estudio sobre generación de intereses compensatorios por el no pago en 
fecha de los haberes salariales. 


Integran la delegación el señor Milton Castellano, la Doctora Rosario Oiz y el señor Oscar 
Andrade. 


SEÑOR CASTELLANO.- En primer lugar, agradecemos a la Comisión por esta invitación. Venimos con 
gran satisfacción porque este proyecto de ley viene a reparar algo que los trabajadores hemos sufrido 
desde hace muchos años. Creemos que es una tremenda injusticia el hecho de que en Uruguay todos 
los créditos existentes incluyan una compensación por mora o por incumplimiento, salvo los laborales. 
Como todos sabemos, los trabajadores vivimos de nuestro salario y, por lo tanto, lo necesitamos para 
cubrir nuestras necesidades básicas. Por ejemplo, cuando se producen atrasos o incumplimiento en el 
pago de los haberes laborales, los trabajadores no pueden pagar las facturas de UTE, OSE, etcétera, y 
luego lo deben hacer con recargo. Obviamente, en épocas de crisis es cuando esto más se nota, pues 
resulta más difícil hacer frente a esas realidades. Esto también tiene que ver con la forma en que se ha 
desarrollado la economía en el Uruguay, donde los sectores de servicio y comerciales han tenido un 
desarrollo muy importante, con el surgimiento, muchas veces, de empresas precarias, que han 
fomentado el trabajo sin las debidas garantías. Esto nos ha traído enormes problemas, sobre todo con 
las empresas que contrata el Estado. En todos estos años el Estado, por diferentes motivos, ha tenido 
que tercerizar sus tareas, y eso ha llevado a que muchas veces se presenten a las licitaciones 
empresas sin los debidos recaudos. El Estado, como todos sabemos, no paga los primeros días del 
mes, que es cuando deben ser pagados los salarios. Normalmente, cualquier administración estatal 
demora de sesenta a noventa días en hacer efectivos los pagos, y las empresas muchas veces no 
toman o no quieren tomar los resguardos, lo que hace que los trabajadores pasemos muchos más días 
para cobrar nuestros haberes. Entonces, nos parece que esta es una iniciativa de enorme importancia, 


al igual que el proyecto de ley de negociación colectiva, sobre el cual estuvimos hablando en el día de 
ayer en la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes. Además, sabemos 
que los señores Senadores están trabajando en el acortamiento de los plazos de los juicios laborales, 
de manera que hay todo un paquete que apunta a mejorar la normativa laboral. 


En este marco, creemos que el proyecto que se está considerando en el día de hoy es central 
y posibilita un enorme avance en las relaciones laborales. Nos parece que debe continuarse en el 
camino de procesar un tipo de relación laboral que se desarrolle a través de convenios, negociaciones 
y, sobre todo, de normas que protejan a los trabajadores, porque sabemos que en este sistema 
siempre somos el eslabón más débil de la cadena. 


Entonces, en primer lugar queremos responder positivamente; creemos que este es un 
proyecto muy importante. Aclaro que vamos a hacer ahora algún tipo de apreciación al respecto, pero 
que no invalida el conjunto de la propuesta. Estamos totalmente de acuerdo con la norma porque, 
como decía al inicio, cubre un vacío y una deuda que tiene la sociedad uruguaya con los trabajadores. 


SEÑOR ANDRADE.- Creo que en la sociedad uruguaya hay un debate todavía insuficiente acerca de 
la centralidad del trabajo. Nosotros somos de los que insistimos en que la clave para resolver los 
problemas del país tiene que ver con una mirada diferente acerca de la cuestión del trabajo, pero 
partimos de la premisa de que hay una institucionalidad funcional a que las formas de trabajo sean 
precarias. Si un empresario opta por la ilegalidad, por el no cumplimiento de la normativa laboral y por 
el no respeto a los laudos y las categorías, el camino que tiene que recorrer un trabajador para resolver 
la situación es hacer una denuncia ante el Banco de Previsión Social y esperar, con suerte, dos o tres 
años para que se solucione el problema. Tiene que iniciar también un juicio laboral, con todas las 
complejidades que implica, e igualmente esperar dos o tres años para que se cumpla su laudo de 
categoría. Y si además se incumple con el aguinaldo, la licencia y el salario vacacional, por inexistencia 
Oo por retraso, también tiene que hacer un recorrido tortuoso. Entonces, creemos que hay una 
institucionalidad formada que, de alguna manera, incita al delito, al incumplimiento. Creo que cuando 
se elige el camino de no respetar las reglas, se genera un conjunto de complejidades para lograr ese 
respeto, aun habiéndose dado pasos sustanciales en ese sentido, como es el caso de la instalación de 
la negociación colectiva. Precisamente, ese mecanismo es clave para el desarrollo productivo del 
Uruguay, porque un país de las características del nuestro debe apelar a las relaciones sociales 
democráticas para construir dicho desarrollo. La concepción de la defensa de la negociación colectiva 
construye las libertades democráticas, que están vinculadas a las sindicales, y también construye 
procesos que tienen que ver con una mayor regulación, como es lo relativo a las negociaciones. Pero 
incluso teniendo en cuenta esas gigantescas transformaciones, existe un porcentaje muy alto de 
trabajadores que, de acuerdo con las estadísticas, tiene problemas de empleo. No hay que olvidar que 
el Instituto Nacional de Estadística utiliza para esas mediciones solamente dos indicadores: el 
correspondiente al trabajador que tiene pocas horas de trabajo en la semana y el que está, en la 
mayoría de los casos, en la ilegalidad o en la informalidad, conceptos estos que, evidentemente, son 
diferentes entre sí. Aclaro que no estamos vinculando este punto con problemas que tengan que ver 
con discriminación de género, discriminación sindical o temas de higiene y salud laboral. 


En un marco de gigantescas transformaciones que van en la dirección de regular las 
condiciones de trabajo y generar un concepto diferente en esa materia, nos enfrentamos sin duda a un 
problema muy serio. Muchas veces dejamos poco espacio para el debate sobre ese tema, y desde mi 
punto de vista eso tiene que ver con la forma en que se fue consolidando la institucionalidad funcional 
de aquellas formas de trabajo más precarias. Para ilustrar eso, podemos decir que si, por ejemplo, un 
empresario evade aportes a la DGI, puede terminar preso, pero si evade los aportes de sus 
trabajadores podrá hacer un convenio que puede llegar a cuarenta meses, según cómo se estipule, a 
fin de regularizar la situación del trabajador. 


Entonces, es cierto que en la relación con el trabajo existe mucha flexibilidad y, a mi 
entender, sería bueno que se caminara en la dirección de superar esa tendencia. En ese sentido, 
comparto lo que decía mi compañero con respecto a que si logramos acortar los plazos laborales y 
establecer un sistema de negociación colectiva que nos permita democráticamente aportar al proceso 
de desarrollo productivo y construir una estrategia con ese fin, podremos ubicarnos en un mundo 
donde el conocimiento es cada vez más una fuerza productiva. Justamente, para lograr esa meta, 
debemos generar mecanismos democráticos para entrelazar ese conocimiento y colocarlo en la 


discusión del proceso productivo; se debe superar la idea de que la negociación colectiva refiere 
solamente a la distribución, para lo cual es necesario aplicar un concepto más amplio. Si actuamos en 
ese sentido, podremos hacer un aporte importante, no solamente en cuanto a reparar un elemento de 
infracción, sino a pensar de forma diferente las relaciones laborales. Creo que tiene más profundidad 
este tipo de temas que la reparación en el caso de la casuística de los abusos; sabemos que en 
general existe abuso en la forma en que se liquidan las remuneraciones. Creemos que en una mirada 
de conjunto se puede apostar a tener la capacidad de construir un tipo de relaciones diferente a la de la 
desregulación laboral y la precarización del trabajo. Asimismo, si no generamos reglas claras, el 
sistema económico en el que vivimos tiende, como la planta al sol, a la desregulación laboral y a la 
precarización del trabajo. Por lo tanto, estamos convencidos de que los mecanismos que intervengan 
en el sentido de elegir un tipo de relaciones laborales deberían fundamentarse en el hecho de que los 
empresarios que hacen todos los esfuerzos por cumplir la normativa, deberían estar felices de contar 
con una ley de estas características. Precisamente, esos empresarios son los que muchas veces 
pierden las licitaciones cuando tienen que competir con el que trabaja en la ilegalidad, con el que no 
respeta los laudos y las categorías, con quien no tiene en cuenta las normas de seguridad e higiene o 
con quien no cumple con los aportes a la seguridad social. Por otra parte, debemos elegir qué tipo de 
país y de servicios queremos construir, y es preciso dar señales en ese sentido. Nuestro deseo es que 
no se dé un caso de pago fuera de fecha y, en ese sentido, creo que lo que se busca no es generar la 
denuncia sino la persuasión de que no tengamos una circunstancia en la que se transforme en habitual 
-muchos sabemos que esto es así- un atraso de cinco o diez días en el pago de los haberes. Como el 
dulce nunca amarga, creo que es positivo que se establezcan normas que vayan en la dirección de la 
protección, más aun cuando hablamos de un país del tamaño del nuestro y de empresas del tamaño 
de las nuestras. Tenemos un alto porcentaje de pequeñas y medianas empresas en donde no siempre 
se tiene un sindicato con 300 trabajadores que logra establecer determinadas reglas de juego. Y hay 
otro sector de trabajadores que tienen mayores dificultades. 


Por tanto, conceptualmente estamos de acuerdo. Quizás la Doctora Oiz pueda brindar 
algunos datos más técnicos relativos al fondo del proyecto. Creemos que este tema, acompañado de 
otros proyectos que están en discusión, como el de los juicios laborales y la necesaria ley de 
negociación colectiva, es desde nuestro punto de vista una clave para el desarrollo productivo del país, 
de manera que todos pensemos en dicho desarrollo con una mirada no discriminatoria de los que 
participamos del proceso productivo. Somos un gremio que tiene 25 años corridos de negociación 
colectiva. Abordamos las crisis en mejores condiciones, porque teníamos posibilidades de sentarnos a 
discutir todos los temas: la capacitación, la seguridad, la informalidad, la forma de contratación, 
etcétera. Creemos que la experiencia va por ese camino; por eso, debemos ganar en madurez para 
entender que hay problemas que son de todos y que hay mecanismos que, incluidos en la discusión, 
establecen una sociedad más democrática. 


SEÑORA OIZ.- Voy a hacer algunos comentarios específicamente referidos a este proyecto de ley que 
tenemos a estudio, y que se basan en lo que los señores Castellano y Andrade ya establecieron, en el 
sentido de que se trata de una disposición que encierra una filosofía que compartimos. 


He leído la versión taquigráfica de la sesión en la que se trató este tema. Por tanto, me voy a 
centrar en los aspectos que fueron objeto de comentarios, incluso por parte de los señores Senadores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Justamente, esa es una de las cosas que iba a informar, porque tenemos 
una pequeña polémica instalada acerca de si este texto es muy rígido o inflexible, y si ameritaría algún 
tipo de flexibilidad para situaciones especiales. Por tanto, me alegro mucho de que estén en 
conocimiento de lo que ya se planteó en esta Comisión. 


SEÑORA OIZ.- He leído todas las versiones taquigráficas, y mis compañeros hicieron lo que les 
correspondía, ya que los asesores y los dirigentes tenemos tareas distintas. Pero las cuestiones 
centrales pasarían por lo que estamos planteando. 


Uno de los comentarios que se hicieron tenía que ver con la naturaleza que tienen estos 
intereses. Nosotros vamos a coincidir con lo que expresó el Doctor Ermida en el sentido de que los 
intereses, por la forma en que están previstos y las condiciones en que se aplican, en realidad serían 
moratorios y no compensatorios. La mora se aplica cuando una parte contractual, en este caso el 


empleador, cae en incumplimiento. Entonces, este estaría dado por el no pago de los haberes 
laborales en la fecha en que se vuelven exigibles y, como consecuencia, deberían ser considerados 
intereses moratorios. 


Otro aspecto a considerar es que en el proyecto se utilizan distintas expresiones para 
referirse a cuáles son los montos a los que se les estarían aplicando estos intereses. De lo que surge 
del proyecto y por cómo se plantea la vida del trabajador, tendrían que aplicarse, sobre todo, aquellos 
montos emergentes de la relación de trabajo, tal como se expresa al inicio del artículo 1% del proyecto 
de ley. Esto implica no sólo los montos de naturaleza salarial, sino todos los montos que se generan 
como consecuencia de la relación de trabajo, y eso va más allá de los montos de naturaleza 
únicamente salarial. Este tema lo dejó planteado el Doctor Ermida. No nos cabe duda de que este 
monto de interés moratorio se debería aplicar a todos, aun a los de naturaleza indemnizatoria porque, 
incluso en el caso de estos últimos, hay fecha para el cumplimiento de las obligaciones. Si éstas son 
trasgredidas, podría aplicarse dicho interés, lo que estaría dentro de la lógica del proyecto. 


Otro aspecto a considerar se relaciona con el hecho de si este proyecto derogaría los 
intereses por daños y perjuicios previstos en la Ley de Consejos de Salarios. Por nuestra parte, 
entendemos que no es así, porque esos intereses se aplican cuando hay una sentencia judicial, van en 
directa relación con las cargas familiares del trabajador cuando no se le pagan rubros laborales y 
tienen una naturaleza diferente. En ese caso, se trata de la indemnización del perjuicio por las cargas 
familiares. Si bien es cierto que, en general, no pasan del 10%, nunca superan el 20% y son 
preceptivos, debe tenerse en cuenta que van en proporción directa con la existencia o no de cargas 
familiares. Por tanto, la naturaleza es distinta -tal como señalé antes- y no se estarían derogando. 


Hay otra cuestión que me parece importante mencionar. El Doctor Ermida Uriarte hace una 
propuesta de modificación sobre la forma como se tendrían que atender estas situaciones. 
Concretamente, propone que se fije una multa de un 20% y después un recargo de un 5%. No me voy 
a expedir sobre dicha propuesta, pero sí digo que el PIT-ENT apoyó y aprobó el proyecto de ley de 
modificación de los procesos laborales que está a estudio de la Cámara, en el que se establece una 
multa del 20%. Por tanto, no podríamos contradecirnos. Ahora bien, como ese 20% es una multa, no 
resulta oponible a esta iniciativa porque, incluso, nuestro Código Civil prevé la acumulación de las 
multas con los intereses moratorios; es decir, desde el punto de vista contractual hay que establecerlo 
expresamente, pero si existe una ley que lo establezca, una situación no es incompatible con la otra. 


Otro tema en cuestión que nos interesa señalar tiene que ver con un asunto planteado por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Concretamente, esta Cartera sugiere considerar la posibilidad 
de contar con un marco de flexibilización, atendiendo algunas situaciones puntuales, y ejemplifica con 
el tema de la salud. Ahora bien, no podemos hablar -aclaramos que tampoco lo dice el Ministerio- de 
acuerdos entre trabajadores individualmente considerados y la patronal, en cuanto a la posibilidad de 
modificar lo que en este proyecto se establezca. Si esto no se indica a texto expreso, no se puede 
hacer, porque las normas de Derecho Laboral son de orden público y no pueden ser modificadas por 
acuerdo de las partes para desmerecer o rebajar las garantías que se consagren, aunque sí para 
mejorarlas. 


En consecuencia, lo que se propone es que, por acuerdo de partes, se pueda modificar este 
régimen de establecimiento de intereses por incumplimiento de pago de salarios. En este sentido, 
entendemos -y esta es la posición del movimiento sindical, que ya analizó el tema cuando se trataron 
los descuelgues en los Consejos de Salarios- que el empleador podría negociar con sus trabajadores - 
haciendo una excepción a esta situación- pero antes de que se genere la obligación, es decir, antes 
que venza el pago de las obligaciones asumidas. 


Tengamos en cuenta lo que se establece en el Código Civil para cualquier obligación 
contractual. Allí se expresa que uno puede acordar con la contraparte la modificación de un acuerdo al 
que haya arribado, previamente a que una de las partes caiga en incumplimiento. Si eso se establece 
para contratos como arrendamientos o compraventas, ¿cómo no pensar que tendríamos que utilizar 
esa lógica, teniendo en cuenta el mínimo protector que es el principio del derecho al trabajo para estas 
situaciones? 


Entonces, ¿qué es lo que planteamos? Que si un empleador ve que no va a poder cumplir, 
deberá llamar al sindicato de sus trabajadores para acordar antes de caer en incumplimiento, y no 
después. Pensamos que esto debe ser así porque el trabajador no tiene manera de verse compensado 
por esos incumplimientos, debido a que ya trabajó; es decir, no hay forma de devolverle el trabajo ya 
hecho. Por lo tanto, con respecto al tiempo y a las condiciones generadas, el incumplimiento opera; 
podría acordarse entre las partes para adelante, pero nunca para atrás. 


Hay otro aspecto que queremos mencionar y que fue el punto central en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


La Cámara de Comercio hace dos propuestas con las cuales, sustancialmente, no podemos 
estar de acuerdo. Una de ellas tiene que ver con los efectos que se operan con respecto al título 
ejecutivo de las deudas, a propuesta del trabajador. Aquí se establece -si no me equivoco, se trata del 
artículo 3”- que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social expedirá, a solicitud del trabajador, la 
constancia del incumplimiento, que se convierte en un título ejecutivo. En realidad, esto ya existe. 
Cuando hay incumplimiento por parte de los empleadores en el pago de rubros laborales, la Inspección 
General del Trabajo extiende un documento, un acta, un certificado que se presenta y se ejecuta 
directamente ante el Poder Judicial. Entonces, esto no es nada nuevo. Lo único que se hace es 
incorporar a ese monto de incumplimiento la posibilidad de la aplicación y actualización de los 
intereses. Aquí estamos hablando de intereses moratorios más el valor de su actualización. Cabe 
recordar que en el Decreto-Ley N* 14.500 se habla de actualización pero, hasta ahora, esto sólo se ha 
podido aplicar cuando hay un juicio de por medio. Así pues, esta iniciativa permitiría actualizar y sumar 
intereses. De hecho, el artículo 3% permite incorporar estas sumas al título ejecutivo. En definitiva, 
señalamos, en primer lugar, que no es nada nuevo -lo reitero- y, en segundo término, que no tiene 
mucho sentido pensar en tener un título ejecutivo donde no se incluyan estos conceptos. Quiere decir 
que no cambia la lógica del sistema que ya existe. 


Asimismo, vale decir que el procedimiento también existe. Aquí se hace mención al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, mientras que en la ley vigente se habla de la Inspección General del 
Trabajo. Hay que tener en cuenta que esta Inspección integra, precisamente, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Pensamos que la inclusión de la Inspección General del Trabajo como forma de 
dirimir esta cuestión puede ser un tema de reglamentación. 


El otro planteo que realiza la Cámara de Comercio tiene que ver con la modificación de esta 
ley por la vía de la utilización de los artículos 3% y 9% del Decreto-Ley N* 14.500, que trata sobre la 
actualización monetaria. Las mencionadas disposiciones permiten que las partes acuerden una 
moneda o una forma de actualización de los valores distinta en la actuación contractual que 
desempeñan. La propia ley trae ejemplos de esto: que la transacción comercial -porque esto se aplica 
a todas las áreas contractuales, sea en el ámbito laboral, civil, comercial, etcétera- se haga según el 
valor del oro, que se establezca como referencia un valor de unidad reajustable o indexada, o 
cualquier otro que permita la actualización del valor de cambio de la moneda. Pero nosotros 
entendemos que esto es otra cosa. 


Este proyecto de ley establece la actualización de los valores a través del Decreto-Ley N* 
14.500, y a eso le suma los intereses moratorios. La actualización del valor según el Decreto-Ley N* 
14.500 puede estar dada por la aplicación del IPC -como cuando se hace un juicio, o cuando la forma 
de actualización no está evaluada por las partes- o las partes pueden acordar que el valor del salario 
se establezca en otra moneda. De esta manera, estaríamos aplicando el Decreto Ley N* 14.500 sin 
necesidad de sustituir la ley por estas opciones; como dije, este proyecto de ley prevé que el 3% y el 92 
puedan ser usados, ya que en su artículo 1? se establece que se deben actualizar los valores a través 
del Decreto-Ley N* 14.500. Sin embargo, eso se hace a priori y no después del incumplimiento; luego 
de un incumplimiento se aplica el artículo 1? de la norma, que establece que los valores por los cuales 
no se pagó la prestación, se actualizan de acuerdo con el IPC. 


Estos eran los comentarios que quería hacer a la Comisión. Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión agradece la información brindada y comunica que esto se 
incluirá en los insumos de trabajo. 


SEÑOR CASTELLANO.- Si la Comisión está de acuerdo, podríamos traer un artículo alternativo sobre 
el tema de la flexibilidad al que hicimos referencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nos ayudaría mucho contar con una redacción en la que estuviera plasmado 
lo que han expuesto, que puede constar de uno o más artículos. Si es así, lo examinaremos y luego 
debatiremos al respecto en la Comisión para, en su caso, trasladar también las redacciones. 


SEÑOR CASTELLANO.- En una semana podríamos alcanzar un borrador a la Secretaría de la 
Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo, señor Castellano. 


Nuevamente, la Comisión agradece la comparecencia de los representantes del PIT - CNT y, 
más allá de que la información siempre figura en Internet, si lo desean podemos enviarles futuras 
versiones taquigráficas de las sesiones a las que asistirán las distintas delegaciones que quedan por 
venir para hablar sobre este tema. 


SEÑORA OIZ.- Gracias, señora Presidenta, porque ello sería muy útil para nosotros. 


Se retiran de Sala los representantes del PIT - CNT) 
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